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Procede el despacho a resolver el recurso de reposición, interpuesto por la apoderada de la parte solicitante, contra el auto del 25 de febrero de 2015, por medio del cual se negó la solicitud de suspensión provisional de la Resolución la Resolución UGM 030852 del 01 de febrero de 2012, proferida por CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL – CAJANAL E.I.C.E., por medio del cual se le dio cumplimiento a un fallo de tutela y se reliquida la pensión del demandado
ANTECEDENTES

Mediante la providencia del 25 de febrero de 2015, este Despacho, resolvió desfavorable la solicitud de suspensión provisional presentada por la Entidad demandante por considerar entre otros aspectos que “la presunta vulneración de las normas superiores no resulta tan evidente, toda vez que se hace necesario realizar un estudio previo para establecer si prevalece la orden del Juez de Tutela, con fundamento en la cual se expidió el acto demandado o si por el contrario se deben aplicar los antecedentes jurisprudenciales relacionados en la demanda y en la solicitud de suspensión provisional, circunstancia que no se puede establecer sin adelantar el proceso necesario, allegando las pruebas pertinentes, que permitan en la decisión final resolver respecto de la legalidad o no del acto, con sus posteriores consecuencias”. 

MOTIVOS DE INCONFORMIDAD

La parte demandante sustenta el recurso en los siguientes términos:

El Artículo 238 de la Constitución Política faculta a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo la competencia para suspender provisionalmente, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación judicial.
Asimismo, transcribe las facultades previstas en los artículos 229 al 231 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y la interpretación que de estas normas ha realizado el Consejo de Estado entre las que se cita el auto del 13 de septiembre de 2012 de la Sección Quinta, con ponencia de la Consejera Susana Biutrago Valencia, para concluir que existe una modificación en la manera como debe analizarse la figura de la suspensión provisional, a partir de la Ley 1437 de 2011, toda vez que ya no se requiere que la violación sea manifiesta o de bulto, sino que de la confrontación del acto cuestionado con las normas violadas en armonía con el sustrato factico se puede deducir necesidad de suspenderlo.
Agrega, que según la sentencia 539 de 2011, de la Corte Constitucional, la interpretación adecuada del imperio de la ley, debe entenderse referida a la aplicación del conjunto de normas constitucionales y legales, valores y objetivos, e incluso la interpretación jurisprudencial de los máximos órganos judiciales.
Por esta razón considera, que lo procedente es que el estudio del acto y las normas invocadas como transgredidas en la demanda no sólo se limite a las normas de orden legal invocadas, sino que también este análisis debe abarcar el estudio de los precedentes jurisprudenciales señalados como vulnerados en el concepto de violación, ella atendiendo su carácter vinculante como lo enseñó la Corte Constitucional.
Finalmente, realiza un recuento de los antecedentes jurisprudenciales incluidos en el concepto de violación, en los que se insiste que la bonificación de servicios al causarse por períodos de un año, para el cómputo de este factor para efectos de determinar la cuantía de la pensión debe hacerse en una doceava parte y no sobre el 100%.
Lo anterior, le permite concluir, partiendo de la confrontación del acto con las normas violadas (imperio de la Ley y carácter vinculante del precedente jurisprudencial) contenidas en el concepto de violación, así como en los elementos de prueba aportados en el expediente, que en efecto existe una evidente violación de la subregla de derecho trazada por la Corte Constitucional en la que se sostiene que el precedente jurisprudencial en materia de pensiones es de carácter vinculante y especialmente el precedente jurisprudencial del Consejo de Estado en el que se ha señalado la prohibición de efectuar la reliquidación de la pensión, teniendo en cuenta el 100% de la bonificación por servicios devengadas y no una doceava parte.
Por estas razones solicita se reponga el auto del 25 de febrero de 2015 y en su lugar se decrete la suspensión parcial del acto administrativo demandado.
OPOSICIÓN DEL DEMANDADO

El demandado guardó silencio frente al recurso representado, no obstante, haber recibido traslado secretarial del mismo.
CONSIDERACIONES

El artículo 242 de la Ley 1437 de 2011, dispone:

“Art. 242.-Reposición. Salvo norma legal en contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que no sean susceptibles de apelación o de súplica. 

En cuanto a su oportunidad y trámite se aplicará lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.” 
A su turno, el inciso 3° del artículo 318 del Código General del Proceso, establece:

“El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo sustenten, en forma verbal inmediatamente se pronuncie el auto. Cuando el auto se pronuncie fuera de audiencia el recurso deberá interponerse por escrito dentro de los tres (3) días siguientes al de la notificación del auto”.

El recurso de reposición dentro del trámite procesal, responde a la facultad que tienen las partes de solicitar al Juzgador que reexamine el asunto sometido a su conocimiento, a fin de que revoque o reforme la decisión adoptada, ante la eventual existencia de un yerro por parte del funcionario. 
Ahora, coincide el Despacho con los argumentos expuestos por el escrito del recurso, pues en el mismo auto que resuelve la petición de suspensión provisional se da cuenta de los cambios introducidos por la ley 1437 de 2011 a la figura de la suspensión provisional y las facultades que tiene el juez para que con fundamento en el estudio de las normas invocadas en la solicitud de suspensión, en la demanda y en las pruebas arrimadas al proceso se pronuncie sobre la posibilidad de decretar la medida cautelar solicitada.
Igualmente, es consciente el Despacho sobre los cambios jurisprudenciales introducidos de tiempo atrás por la Corte Constitucional y el Consejo de Estado frente a la aplicación del precedente judicial, para resolver de fondo aquellos asuntos que son sometidos a su decisión.
En lo que no está de acuerdo esta Agencia Judicial con la Entidad accionante es que el presente caso se configuren los elementos para que se pueda adoptar la medida cautelar solicitada, pues como se mencionó al decidir la petición ahora impugnada, si bien es cierto que existe unos antecedentes jurisprudenciales que han señalado que para incluir la bonificación por servicios a efectos de determinar la cuantía de la pensión debe hacerse en una doceava parte y no sobre el 100%, también es cierto que la decisión que motivó la expedición del acto demandado, tuvo su origen en un fallo de tutela que se encuentra en firme.
Por tanto, como lo precisó el demandado al pronunciarse sobre la medida cautelar uno de los problemas jurídicos que deberá abordar el Despacho, es si en el presente caso opera el fenómeno jurídico de la cosa juzgada, para poder decidir si hay lugar a la nulidad del acto demandado.

Debe reiterar el Despacho que el análisis que demanda una medida como la solicitada por la demandante, como es ahora, la suspensión parcial del acto demandado, escapa el alcance procesal otorgado al Juez al decidir sobre la procedencia de medidas cautelares, pues, una decisión de estas características le obligaría a pronunciarse sobre otros aspectos que son del resorte exclusivo de una sentencia que resuelve de fondo el proceso.
Finalmente, si bien el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011 dispone que la decisión que aquí se profiera no constituye prejuzgamiento, lo cierto, es que cualquier análisis como el que sugiere el demandante en esta etapa procesal, demandaría la realización de un pormenorizado estudio de todos los pronunciamientos judiciales frente al tema que prácticamente decidirían en esta etapa procesal el fondo del proceso.

En efecto, como bien lo advierte el Profesor Carlos Betancur Jaramillo
, al referirse a los requisitos para el decreto de una medida cautelar, previstos en los artículos 231 y 232 del CPACA, no puede confundirse la decisión de una medida cautelar con la adopción de una sentencia anticipada, veamos:

“… estos requisitos son propios de las acciones protectoras de los derechos fundamentales y de los derechos e intereses colectivos (art. 86 de la C.N., inc. 3); en cambio, lo que se pretende con ellas en los procesos declarativos no es otra cosa que una sentencia anticipada para el demandante, pudiéndose vulnerar así la garantía del debido proceso de la parte demandada. Aquí, además, se le da entrada indebidamente el uso de la prueba sumaria, la cual la establece y acepta el legislador sólo para casos excepcionales y de efectos provisorios y no para demostrar de antemano la existencia del derecho que se discute contenido en un acto administrativo y que sólo podrá declararse en la sentencia, en otras palabras, esa permisibilidad convierte a la prueba sumaria en regla general en el proceso; y desconoce el principio de que toda decisión judicial deberá fundarse en las pruebas reguladas y oportunamente allegadas al proceso (principio de necesidad de la prueba) y apreciadas en conjunto de acuerdo con las reglas de la sana crítica”.
Por todo lo expuesto, se confirmará la decisión de negar la suspensión provisional solicitada.
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN, 

RESUELVE:

PRIMERO: No reponer lo dispuesto en el auto del 25 de febrero de 2015, por las razones indicadas en la parte motiva. 

NOTIFÍQUESE

JORGE HUMBERTO CALLE LÓPEZ
JUEZ

	NOTIFICACIÓN POR ESTADO

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN
En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.

Medellín, 14 de mayo de 2015 fijado a las 8 a.m.

MIRYAN DUQUE BURITICA
SECRETARIA
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Medellín, _______________________________________
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